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Resol. Serie “A” N° 78
En la Ciudad de Santiago del Estero, a los diecisiete días del mes de octubre de dos mil diecinueve, la Sala Civil y Comercial del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, integrada por el Dr. Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse, como Presidente, y los Dres. Eduardo Federico Lopez Alzogaray y Eduardo José Ramón Llugdar y, como Vocales y, a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, con el Dr. Gustavo Adolfo Herrera y, asistidos por la Secretaria Judicial Autorizante, Dra. Karina Chaud Nigro, a los efectos de resolver el recurso interpuesto contra la resolución de fs. 332/344 vta. del Expte. Nº 19.143  – Año: 2018 – “Suárez Roberto c/ Municipalidad de la Capital  de Santiago del Estero y/u otro s/ Daños y Perjuicios – Casación Civil”. Establecido el orden de pase a estudio, resultó designado para hacerlo en primer término el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray y en segundo y tercer lugar, los Dres. Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse y Eduardo José Ramón Llugdar respectivamente; y a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, el Dr. Gustavo Adolfo Herrera. 

El  Sr. Vocal, Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray dijo:



Y Vistos:

 

Para resolver el recurso de casación deducido por la parte demandada a fs. 346/348 vta., con ampliación de fundamentos a fs. 357/358 vta. de las presentes actuaciones.----------------------------------------------



Y Considerando:



I) Que impugna la recurrente la sentencia emanada de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Segunda Nominación del 29 de octubre de 2018 (fs. 332/344 vta.), que resuelve: “1- Hacer lugar parcialmente al recurso de apelación deducido por la parte demandada y, en mérito de ello, modificar la sentencia definitiva de fecha 18 de abril de 2016 (fs. 304/309 vta.) en el punto Iº, fijando la indemnización en concepto de incapacidad sobreviniente en la suma pesos setenta y cinco mil ($75.000,00) y en concepto de daño moral, en la suma de pesos quince mil ($15.000,00). 2- Hacer lugar al recurso de apelación incoado por la parte actora y modificar la sentencia impugnada en el punto IIº estableciendo la exclusiva responsabilidad de la demandada Municipalidad de la Capital en la causación del evento dañoso; confirmándose el decisorio recurrido en los demás aspectos que fueran materia de agravio. 3- Las costas de esta instancia se imponen en el orden causado atento el resultado de los recursos articulados (art. 74 CPCC)”.----

II) Que para resolver de ese modo el A quo subsume el caso en los principios de la responsabilidad objetiva aprehendidos por el art. 1113, 2º parte del Código Civil, poniendo de relieve que cuando se trata de cosas inertes incumbe al damnificado probar que la cosa jugó un papel causal. En ese orden, concluye que del análisis de las pruebas acumuladas en la causa surge que la responsabilidad civil por el hecho acaecido e invocado como causa petendi por la actora, debe recaer exclusivamente sobre la Municipalidad de la Capital accionada. Sostiene que, en efecto, constituyen hechos basales no controvertidos que en fecha 02/03/2009 aproximadamente a las 23.00 hs., en ocasión en que el actor circulaba conduciendo su motovehículo por calle 51 del Barrio Ejército Argentino, en sentido este-oeste, entre las calles 8 y 10  -conforme aclaración efectuada por el perito mecánico a fs. 185/193, que a su vez remite a la planimetría policial (fs. 60)-, se produjo la pérdida de equilibrio del rodado y posterior caída del accionante, como también de su acompañante (Srta. Valeria Barraza), al incrustarse la rueda delantera del motovehículo en un bache o zanja existente en la cinta asfáltica. Que surge asimismo de las constancias obrantes en autos que la mencionada calle 51 se encontraba en regular estado de conservación, que el lugar no contaba con luz artificial (acta de inspección ocular y croquis ilustrativo policial de fs. 34/34 vta. realizado el día del accidente), como que los testigos fueron contestes acerca de la existencia del bache y sus dimensiones en la zona del accidente (fs. 129/133 vta.). Que, por otra parte, no existen constancias en autos sobre la existencia de ninguna medida de seguridad adoptada por el Municipio demandado en torno a la referida anomalía existente en la vía pública donde acaeció el hecho dañoso (carteles indicadores, balizas o señales luminosas, cercado con vallas o con cintas rojas de precaución). Que el accionado tampoco ha acreditado     algún eximente de responsabilidad o factor concausal en la producción del evento, siendo anodina su afirmación defensiva y no comprobada, en el sentido de que la actora tuvo una actitud temeraria, argumentando que se trasladaba a exceso de velocidad (desvirtuado ello con la pericia mecánica de fs. 185/193 de la cual surge que el motovehículo circulaba entre los 29 a 35 km/h, o sea, dentro de la velocidad reglamentaria), y que se encontraba cansado y con reflejos disminuidos porque volvía de trabajar a las 23 hs., motivo por el cual perdió el dominio del motovehículo.---------------------------------



En cuanto a los reproches esgrimidos por la demandada respecto a los rubros indemnizatorios y a sus montos, el Aquo pone de relieve, en primer término, que habiendo la actora reclamado en su demanda una suma determinada, seguida de la expresión “o lo que en más o menos resulte de la prueba a producirse”, permite excluir en el caso una decisión ultra petita.---------------------



Al analizar el item incapacidad sobreviniente, desestima el valor probatorio de la pericia del médico forense (fs. 222/227) por considerar que carece de fundamentos objetivos en el contexto de los elementos probatorios obrantes en la causa. Así, advierte que el hecho dañoso ocurrió el 02/03/2009 y que la pericia se produjo transcurrido un extenso lapso, el 06/09/2014, sobre la única base de los dichos del actor, más los exiguos antecedentes y estudios médicos que datan de la misma fecha del accidente (Historia Clínica y tomografía computada de cerebro, fs. 19/23), de donde surgía que el Sr. Suárez no presentaba evidencia de lesiones ni fracturas al cabo de los traumatismos sufridos. Agrega que teniéndose en cuenta que el accionante estuvo internado menos de dos días, retirándose del Sanatorio con “alta voluntaria” (informe de fs. 268), como asimismo el resultado del exámen del médico de la policía, a ocho días del evento (10/03/2009, fs. 47); estima que la conclusión del perito de que el actor padece un “trastorno amnésico” producido causalmente como “secuela” del traumatismo cráneo encefálico sufrido por el accidente acaecido más de cinco años atrás, resulta meramente conjetural, sin el respaldo objetivo de estudios médicos específicos y actualizados al momento del dictamen pericial, que debió requerir al demandante. Por ello, desestima la pericial analizada, en el punto señalado, estableciendo en sólo un 10% la incapacidad parcial y permanente del accionante. A su vez, lo justiprecia en la suma de pesos setenta y cinco mil ($75.000,00), acogiendo parcialmente los agravios de la demandada en este punto. Para ello, toma en cuenta la edad de la víctima al momento del hecho (40 años) y el salario mínimo vital y móvil a tal fecha ($1.240 seg. Res. 03/08 de la CNEP y SMV y MBO 31/07/2008), pues si bien surge de las actuaciones labradas en sede penal su desempeño como Cabo de la policía de la provincia, no existe prueba sobre el monto de sus ingresos; más el lapso probable de su aptitud futura para desempeñar tareas acordes, según la actual expectativa de vida útil de las personas, la disminución parcial de su capacidad laborativa genérica y sus futuras limitaciones para emprender actividades que le permintan obtener un rédito económico o aún tareas comunes de orden doméstico en su propia utilidad y provecho como de su familia, como así también las implicancias negativas futuras de su menoscabo físico-psíquico en el desarrollo normal de su vida de relación en el entorno familiar y social.-----------------



Finalmente, y acorde la entidad de las lesiones sufridas por el actor a raíz del accidente, como asimismo, por su secuela incapacitante permanente de un 10%, según la valoración probatoria revisada anteriormente, entiende que resulta incontrovertible que aquella ha experimentado un padecimiento y alteración en su estado anímico y espiritual, que debe ser reparado por el agente dañador, y que considera razonable y equitativo fijar en pesos quince mil ($15.000,00), admitiendo parcialmente la queja de la demandada en este punto.----------------------------------



III) Que la recurrente afirma que la sentencia impugnada tiene una fundamentación legal errónea y que ha incurrido en absurdo y arbitrariedad. En ese orden, pone de relieve que lo absurdo del fallo radica en que se aparta totalmente de la realidad objetiva de las circunstancias y los hechos que rodean al siniestro, ya que directamente le imputa al Municipio Capitalino la responsabilidad del accidente por falta de cuidado y previsión, eximiendo de toda responsabilidad a la víctima, cuando en realidad y a la luz del sentido objetivo, su conducta tuvo mucho que ver en el accidente, más si se tiene presente que no contaba con el carnet  habilitante, lo que implica que carecía de aptitud para conducir. Manifiesta que el fallo debió acentuar el deber de conducir conforme a las leyes de tránsito vigentes, tomando los recaudos que el momento exige, y que es ahí donde se encuentra la directa relación de causalidad con el accidente, que destruye la presunción de culpa que pesa sobre el dueño o guardián de la cosa. Destaca que el accidente se produjo en una calle que diariamente transita el actor, por lo que no puede desconocer el estado de la misma. Que si bien existía una fisura en medio de la calle, el tránsito debe desplazarse por su carril correspondiente y no por el medio de la calle; que el actor transitaba en su motovehículo acompañado, conversando y de noche y no tomó las precauciones elementales que se deben adoptar ante esas circunstancias y que además, como personal policial, trabajó veinticuatro horas sin descanso, lo que implica que sus reflejos estaban disminuidos, lo que está probado en el expediente criminal adjunto a la causa.------------------------------ 



Insiste en que la carencia de licencia para conducir del motociclista lo responsabiliza totalmente, porque el accidente necesariamente se relaciona con el hecho al haber puesto en movimiento una cosa riesgosa para la que no estaba autorizado.------------------------------



En su escrito de ampliación, reitera que lo agravia la sentencia recurrida por cuanto se funda en hechos ajenos a la realidad, apartándose del verdadero sentido de la norma legal, evaluando la prueba con sentido subjetivo, lo que torna absurdo y arbitrario el fallo dictado.--------------------------------------------------



También alega que la sentencia es incongruente en tanto condenó más allá de lo solicitado.---------------



Por último, expone que convalidar un fallo que adolece de vicios e irregularidades, colocaría a su parte en un verdadero estado de indefensión, violando los elementales principios del debido proceso legal, de raigambre constitucional.---------------------------------



IV) Que a fs. 363/365 obra el dictamen del Fiscal General del Ministerio Público quien sostiene que el tribunal hizo un análisis exhaustivo del material probatorio producido en autos, como así también de las normas y jurisprudencia aplicables al caso. Que no surge que falte congruencia y estudio lógico y razonado de los elementos computados, ni se advierte violación alguna a las reglas de la sana crítica en el pronunciamiento atacado, siendo por consiguiente una cuestión ajena a la casación, por no estar viciado de arbitrariedad; por lo que estima que la misma debe rechazarse.------------------



V) Que verificados los presupuestos de admisibilidad del presente recurso, resulta que el mismo ha sido deducido en contra de una sentencia definitiva, dentro del plazo legal establecido por el art. 297 del CPCC (según cédula de fs. 349 y cargo del escrito postulatorio de fs. 348 vta.) y que se encuentra exento de efectuar el depósito prescripto por el art. 300, atento lo normado por el art. 315, inc. a del Código Fiscal de la Provincia (Ley 6.792).------------------------------------ 



VI) Que la casacionista funda su impugnación en los vicios de absurdo o arbitrariedad, por estimar que el A quo se aparta totalmente de la realidad objetiva de las circunstancias y los hechos en que ocurrió el siniestro.-- 



En ese orden, este Tribunal ha sostenido de manera uniforme que, tales vicios, como presupuestos que habilitan el control de la valoración de los hechos y la prueba en casación, deben ser no sólo invocados sino también probados por la parte en su escrito recursivo ya que “La procedencia del remedio casatorio, en relación a la denuncia de los vicios de arbitrariedad y absurdo, es de carácter excepcional, y para ello quien la invoca debe demostrar de un modo claro y con total precisión, la falta de logicidad en la motivación del acto jurisdiccional, como así demostrar que el mismo no ha sido una conclusión razonada del derecho vigente con aplicación a la situación comprobada de la causa” (STJ., sent. del 06-07-18 en autos: “Luna Juan Gabriel c/ De All José Antonio s/ Prescripción Adquisitiva Veinteañal  Casación Civil”).----



Sin embargo, la recurrente sólo expone lo que el fallo debería decir, haciendo un análisis de las pruebas producidas en la causa que no pasa de ser una mera apreciación subjetiva, carente de sustento a los fines de habilitar esta instancia de excepción. En efecto, el decisorio impugnado establece la responsabilidad exclusiva de la demandada Municipalidad de la Capital en la causación del evento dañoso, con base en lo dispuesto en el segundo párrafo del art. 1113 C.C., el que consagra la teoría del riesgo creado, en virtud de la cual, “quien es dueño o guardián de cosas riesgosas y por lo tanto, introduce en el medio social un factor generador de riesgo para terceros, debe responder objetivamente por los daños originados, pues la responsabilidad objetiva deriva de la creación del riesgo con total abstracción de la idea de culpabilidad” (STJ., sent del 23-02-12, en autos: “Torres María Avelina c/ Municipalidad de la Capital s/ Daños y Perjuicios  Casación Civil”); pero aclara que siendo el causante del daño una cosa inerte, incumbe a la víctima la prueba del nexo causal. En igual sentido se ha manifestado este Tribunal al sostener que las cosas inertes constituyen cosas riesgosas en la medida que su participación en el hecho sea causa generadora del daño. Por lo que, además de su intervención material en el evento, se requiere la prueba del rol activo resultante de su posición o comportamiento anormal. Dicho de otro modo, el actor debe demostrar en qué consiste ese riesgo... Tal es la doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación in re: “O’Mill, Allan Edgar c/ Provincia del Neuquén” Fallos 314:1505 (STJ, sent. de fecha 28-12-2018 en autos: “Bazan Nora Mabel c/ Suarez Ramón Antonio y/u otros s/ Daños y Perjuicios – Casación Civil”).-----------



Así, el A quo detalla los hechos relevantes a tales fines, es decir, poner en evidencia que el bache jugó un papel causal; como también, el medio por el cual han sido acreditados, tanto en relación a las circunstancias en las que ocurrió el siniestro, existencia y características del bache, como respecto a la ausencia de medidas de seguridad. Mientras que la recurrente, no los refuta, sino que se limita a reiterar los cuestionamientos realizados en oportunidad de apelar, en los que atribuye al damnificado una actitud temeraria en la conducción del motovehículo. Cabe destacar que estos argumentos han sido desvirtuados por la Cámara, alegando que ello no ha sido probado por el demandado y que de la pericia mecánica (fs. 185/193) no surge que el actor se trasladara con exceso de velocidad. Y tales argumentos -insisto- sólo han sido criticados por la casacionista sin explicitar las constancias de autos de donde surja lo contrario.------------------------------------------------              

VII) Por  otro lado, el recurrente denuncia incongruencia del resolutorio atacado por haber condenado  mas allá de lo solicitado; hace referencia, a modo ejemplificativo al item incapacidad sobreviniente, cuestionando que se condenó por una suma muy superior, sin fundamentos, ni razones atendibles. Al respecto cabe señalar que este Superior Tribunal de Justicia ha expresado: “La congruencia consiste en la relación inmediata y necesaria que debe existir entre las pretensiones de las partes y lo resuelto por el juez. Una sentencia es incongruente cuando juzga más allá de lo pedido (ultra petita), fuera de lo solicitado (extra petita) o por omisión de resolver cuestiones planteadas (citra petita)” (S.T.J., sent. del 06-06-07, en autos: “Salum, Jorge Lionel c/ Benévole de Gauna, Teresa s/ Cobro de Pesos - Casación”). Ello es así, atento que la ley adjetiva prevé que la sentencia debe atenerse a las pretensiones articuladas por las partes, tornándose en incongruente aquel pronunciamiento salido de cauce respecto de las deducidas. La congruencia se traduce en el deber de expresar en la resolución una respuesta coherente, adecuada a las pretensiones y defensas de los justiciables y en la necesidad de justificar la decisión en razones alegadas por las partes. Es que el principio mencionado está dirigido a delimitar las facultades resolutorias del órgano jurisdiccional; por imperio del mismo debe existir identidad entre lo resuelto y lo controvertido oportunamente por los litigantes, y en relación con los poderes atribuidos en cada caso al órgano jurisdiccional por el ordenamiento jurídico. De ese modo, la congruencia exige que el fallo no se expida en más de lo requerido por las partes, que no contenga menos de lo pretendido por ellas, como así también que no otorgue o niegue algo distinto de lo reclamado, lo que importa, en definitiva, una limitación a las facultades del juez. Así se ha sostenido: “Implica, consecuentemente, un encuadre funcional del magistrado, cuya violación ha sido reputada arbitraria por la Corte Suprema de Justicia de la Nación. La sentencia incongruente, en resumen, es sentencia arbitraria, ya que en el fondo rompe con los claustros normativos del juez (por exceso u omisión, lesiona las reglas del debido proceso y no es naturalmente, una sentencia que deriva razonablemente del derecho vigente)” (S.T.J., sent. del 26-11-08, en autos: “Rouanet, Oscar c/ Empresa San Cayetano y Otros s/ Daños y Perjuicios - Casación Civil”). Con tal comprensión el principio de referencia exige al Tribunal de Alzada prestar especialísima atención a dos estadios procedimentales, como son el de la traba de la litis y el de interposición y fundamentación del recurso de apelación, pues sus potestades sufren una doble limitación, la que resulta de la relación procesal y la que el apelante voluntariamente imponga a través del escrito de interposición del recurso y de la pieza que contiene el desarrollo de los agravios. Siendo ello así, puede concluirse que el fallo atacado no resulta descalificable en virtud del vicio que se le endilga. En efecto, de las constancias de autos surge que la actora al interponer la demanda, estima el monto reclamado con la reserva de “en lo que en más o menos resulte del prudente arbitrio judicial” (f. 69), lo que habilita al Juzgador a fijar el monto condenatorio en función del plexo probatorio acompañado y apartarse de la suma concreta que ha sido justipreciada al momento de accionar. En este sentido se ha expedido nuestro Máximo Tribunal Nacional: “Una condena judicial no quebranta los términos de la litis ni decide ultra petita aun cuando exceda el importe indicado en la demanda, si los actores reclamaron una suma de lo que en más o menos resulte de la prueba, pues los jueces pueden válidamente acordar una cantidad mayor conforme con el mérito de esa prueba” (CSJN sent del 17/4/94 en autos “Oblita Ramon Nancy c/ Copla. Coop. de Provisión de Servicio de Transportistas s/ Recurso de Hecho”). Así entonces, los pretendidos vicios de absurdo y arbitrariedad denunciados, si bien son alegados, no existe en el memorial de agravios la demostración de su configuración, ya que solo se limita a expresar a este respecto, que se trata de un monto exhorbitante fijado sin razón, cuando en realidad, el Tribunal a-quo ha expuesto el criterio, las pautas y las pruebas que ha ponderado para  su determinación, entre otras, el dictamen pericial emitido por el médico forense (ff. 222/227). De modo que no se advierte en el fallo recurrido, que se haya afectado algún proceso lógico en la justificación de las motivaciones dadas por el Tribunal  para  justipreciar la cuantía de la reparación.-----------

VIII) En consecuencia, resulta claro que la impugnante no logra acreditar los vicios que invoca, siendo sus alegaciones meras afirmaciones que no se condicen con la constancias de la causa, por lo que corresponde sin más desestimar el recurso planteado.------



Por todo lo expuesto, y oído el Fiscal General del Ministerio Público, Voto por: No hacer lugar al recurso de casación interpuesto por la demandada, y en consecuencia, confirmar la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Segunda Nominación de fecha 29-10-2018. Con costas al vencido.----                  



A estas mismas cuestiones, el Dr. Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse dijo: Que comparte los argumentos esgrimidos por el Vocal preopinante, Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, emitiendo su voto en idéntico sentido.          



A las mismas cuestiones, el Dr. Eduardo José Ramón Llugdar, dijo: Que se adhiere en un todo a lo sustentado por el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray votando en igual forma. Con lo que se dió por terminado el Acto, firmando los Sres. Vocales, por ante mí, que doy fe. Fdo: Eduardo Federico Lopez Alzogaray - Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse – Eduardo José Ramón Llugdar – Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro - Secretaria Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe.-

Santiago del Estero, diecisiete de octubre año dos mil diecinueve.




En mérito al resultado de la votación que antecede, la Sala Civil y Comercial del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, Resuelve: No hacer lugar al recurso de casación interpuesto por la demandada, y en consecuencia, confirmar la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Segunda Nominación de fecha 29-10-2018. Con costas al vencido  Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Eduardo Federico Lopez Alzogaray - Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse – Eduardo José Ramón Llugdar – Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro - Secretaria Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe.-
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